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PRESIDE: Señor Representante Tabaré Hackenbruch Legnani. 
MIEMBROS: Señores Representantes Juan José Bentancor, Pablo Iturralde Viñas y Jorge Pozzi. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Pablo Abdala. 


INVITADOS: Por la Agremiación de Funcionarios de Cooperativas de Consumo del Uruguay, señores 
Carlos Carugati, Horacio Vega, Miguel Acosta, doctor Ismael Blanco, asesor y señora 
María Martínez. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hackenbruch Legnani).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación de la Agremiación de Funcionarios de Cooperativas 
de Consumo del Uruguay, integrada por la señora María Martínez, por los señores Carlos Carugati, Horacio 
Vega y Miguel Acosta, y por el doctor Ismael Blanco, asesor. 


SEÑOR BLANCO.- Voy a tratar de ser conciso y claro. 


Nuestra asistencia a la Comisión la habíamos dejado como última recurso, en virtud de que queríamos agotar 
las instancias con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para ver si se podía llegar a algún tipo de 
acuerdo. Pretendíamos llegar a buenos términos en la situación de la Cooperativa Policial, que lleva más de 
una década de conflictos permanentes por despidos no justificados en la mayoría de los casos. Se despidió a 
cuatro trabajadores con el argumento de mejorar el servicio y con la gravedad de que uno de ellos es 
integrante de la Comisión bipartita, representando el gremio. Fue advertido a la parte empleadora que ese 
trabajador tenía la protección de la Ley N* 17.940. La parte empleadora simplemente planteó que eso se 
dirima en el ámbito judicial y que, si hay sentencia, será reinstalado. 


Hemos llegado a este ámbito luego de seis meses de intentos de diálogo. Esta última fase comienza con el 
envío de diez trabajadores al seguro de paro. En el primer envío había entre el 70% y el 80% de trabajadores 
agremiados al sindicato reconocido por el sindicato de rama. Lo primero que hicimos fue citar a la 
cooperativa al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Logramos un primer acuerdo, que era un 
cronograma de reintegros en forma paulatina y en un período máximo de cuatro meses los diez trabajadores 
tenían que ser reinstalados. Asimismo, llegamos a un acuerdo de que debía tenerse en cuenta quiénes de esos 
trabajadores enviados a seguro de paro estaban agremiados al sindicato de rama y quiénes no, porque 
pudimos comprobar que se estaba enviado a la mayoría de los trabajadores agremiados. 


Ese acuerdo se empezó a cumplir y hubo trabajadores que fueron nuevamente asimilados a la empresa. Pero 
los cuatro trabajadores presentes aquí, que tenían que ser reinstalados en diciembre, no lo fueron. En realidad, 
técnicamente sí fueron incorporados pero inmediatamente se les otorgó la licencia anual y, luego, 
comenzaron el seguro de paro en febrero y marzo, hasta que les fue comunicado el despido invocando 
mejoras del servicio. 


En el ínterin, la cooperativa, a partir del 1” de enero, plantea que por razones económicas tiene que enviar a 
seguro de paro a la mayoría de los trabajadores en forma rotativa. Lo que sucede es que a los trabajadores 
aquí presentes se los obliga a tomar la licencia anual y en el mes de febrero comienzan nuevamente el seguro 
de paro, en el margen de los seis meses. Nosotros en este caso tuvimos una actitud de expectativa, en el 
sentido de que si estaban rotando todos, quizás -aunque no esté bien-, podían seguir con este nuevo sistema 
un mes más, pero se los obliga a tomar licencia el segundo mes hasta completar los seis. 


Este es otro aspecto que también señalamos en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y lo 
relacionamos con el hecho de que se está distorsionando la herramienta seguro de paro, cosa que nos 
preocupa. Entendemos que si bien es un beneficio por el cual el trabajador percibe cierto ingreso durante un 
período, no puede ser tomado por las empresas en forma liviana y usarse como un mecanismo de tirar la 
pelota hacia adelante para no solucionar sus problemas de gestión. Decimos esto porque mientras se enviaba 
al seguro de paro a algunos trabajadores -esto es una denuncia formal; nosotros también recorrimos el camino 
del BPS- ingresaron entre quince y veinte funcionarios a la cooperativa. Nosotros planteamos esto en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y en el Banco Previsión Social y, obviamente -perdóneseme el 
término- siempre hay algún gambito para hacerle a la norma. Me refiero al argumento de que los trabajadores 
que estaban ingresando no iban a hacer la misma tarea y que percibirían una remuneración menor a la de los 
trabajadores que estaban siendo enviados al seguro de paro. Por la vía de los hechos, era muy difícil 
comprobar que esos trabajadores terminaban haciendo las tareas de los que no estaban, que no se encontraban 
cumpliendo una tarea específica distinta. Por otro lado, está aquel concepto -que por lo menos nosotros 
manejábamos- de que si una empresa entraba en crisis y mandaba trabajadores al seguro de paro porque 
estaba bajando el caudal del trabajo, no podía realizar ingresos. Todo esto fue denunciado y discutido en un 
período de seis meses. 


Esto nos preocupa a nivel sindical y se tomarán las medidas que el sindicato internamente pueda adoptar. 
Lamentablemente, esto se está planteando en una correlación de fuerza para ver quién puede torcerle el brazo 
al otro. Sin querer ofender a nadie, con todo respeto digo que la Cooperativa Policial es distinta al resto de las 
cooperativas elegidas por trabajadores sindicalizados. Hay una lógica -que no es la habitual- en cuanto a 
cierta disciplina, que no es la de una empresa común, a la hora de tomar decisiones. Se manejan criterios que 
no son los que estamos acostumbrados a ver en las demás cooperativas; hemos tenido distintos tipos de 
conflictos, ha habido diferencias con los Consejos de Salarios, pero siempre hay una autocomposición. 


Reitero: el hecho de que se advierta que entre los despedidos hay un trabajador con fuero sindical, que se 
diga que eso no importa y que lo decida el Juez, por lo menos es un aspecto que nos hace reflexionar en la 
línea de lo que estamos diciendo. 


La Cooperativa Policial contiene, en cierta forma, gran parte del funcionario policial de capacidad económica 
media hacia abajo, de escasos ingresos. Obviamente, no es la solución ideal, pero la cooperativa les permite 
tener un crédito de consumo, de alimentos, etcétera, aun con sobregiros, con refinanciaciones a un año y 
medio. Nosotros entendemos que es una herramienta que hay que proteger. En esta línea, si sigue así la 
cooperativa quiebra, pero ¿es porque no tiene socios o porque la gente no consume? No, es porque hay una 
absoluta mala gestión: se manda gente al seguro de paro, hay ingresos, el Consejo Directivo es rentado -algo 


que no se da siempre en las demás cooperativas-, con distintos niveles de ingreso. Esto queremos resaltarlo 
porque en una situación de crisis hay recortes en toda la Cooperativa. 


Además de que estos trabajadores se queden en la calle y de lo dramático de la situación -algo que 
intentaremos revertir-, el hecho de que una cooperativa con estas características desaparezca -así sea en un 
mediano plazo- es un aspecto preocupante para el sistema y para la Policía. Digo esto porque después se 
termina afectando al sistema por otro lado. 


Queremos solicitarles una mediación y la posibilidad de que sean citados a la Comisión los Directivos de la 
Cooperativa Policial a efectos de que argumenten sobre esta situación de una manera contundente. También 
queremos pedir -en nombre de los compañeros- que se establezca una mesa de diálogo para revertir esta 
situación. Si este es un problema económico, el sindicato está abierto a estudiar en el seno del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, con los números a la vista, cuáles son los caminos a seguir, pero queremos que 
no sea el despido. 


Otro tema que quiero plantear es el siguiente. Nosotros entendemos que aquí hay una lógica de 
discriminación y de persecución. En teoría, todos los trabajadores están en una situación de inestabilidad 
laboral y no saben a quién le tocará ser despedido. Pero la pregunta es: ¿por qué les toca a ellos, con todo este 
correlato previo? Hay antecedentes que nos marcan que hubo una continuidad por lo menos en estos cuatro 
casos, y el sindicato advirtió que se iba a terminar en esto. No se daba ninguna señal para replantear la 
situación. 


Cuando hablamos de citar a la Cooperativa Policial no nos referimos solo al Consejo Directivo. Los 
legisladores saben que esto le hace mucho mal al sistema y ya hemos discutido con los legisladores cómo 
salvar a las cooperativas y cómo defender ese instrumento, y muchas veces, esas cosas sirven como 
argumentos en contra. La cuestión es que hay una deslealtad hacia los pares de parte de la Cooperativa. La 
Federación Uruguaya de Cooperativas de Consumo, que ha estado aquí, a veces conjuntamente cuando 
nosotros planteamos la ley de consolidación de adeudos o el tema de las normas cooperativas no está al tanto 
de todo esto. Como asesor del sindicato, los he puesto al tanto, porque ellos desconocían que podía haber 
cuatro despidos, que hubo cuatro despidos, es decir, ni siquiera tuvieron la lealtad de plantearles que podría 
darse una situación conflictiva. 


En los Consejos de Salarios -esto lo aporto como un dato más: hubo una prórroga hasta la nueva 
convocatoria- el gremio, sobre todo Cooperativa Bancaria y Cooperativa Magisterial, que entre ambas suman 
el 50% de los afiliados, por lo menos en Montevideo, tienen un convenio de estabilidad laboral, histórico, 
con lo que ello implica. Más de una vez, el gremio, AFCC, ha planteado que está dispuesto a bajarse -por 
decirlo de alguna manera; quizás el término no sea el mejor- de ciertas aspiraciones económicas, a efectos de 
firmar un acuerdo de estabilidad laboral general, para todo el sistema, es decir, para el 50% y para las 
cooperativas más chicas. Nuestra intención es que haya garantías de que si un trabajador es despedido exista 
una razón de notoria mala conducta o falta grave, pero que no sea simplemente por el argumento de mejora 
de servicio. 


Sé que este es un tema político, de debate, y entraríamos en una cuestión de dogmática del derecho laboral, 
pero es un aspecto concreto y la AFUCC lo sabe. 


Cuando hablamos de citar al Consejo Directivo y decimos que no es leal ni siquiera con sus pares, con la 
AFCC, porque no informa ni previene que puede haber un conflicto, debemos agregar que se da la lógica -no 
solo en las cooperativas de consumo- de que quienes mandan más no son los Consejos Directivos sino, 
muchas veces, los mandos medios, diría que la administración superior. En esta lógica también entra la 
Cooperativa Policial. 


En el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social el Presidente de la Cooperativa, el señor Manzanares, 
reconoce que lo pasó el agua -la semana anterior pedimos una reconsideración, y se comprometió a revertir 
algo de la situación- y que no puede dominar la cooperativa, que hay una lógica del gerente hacia una 
estructura interna que domina esa situación. Esto independientemente de que cada uno tenga una opinión al 
respecto, porque creo que el Consejo Directivo, en definitiva, puede votar o no lo que le parezca que está 
mal. 


Entonces, cuando pedimos la mediación a la Comisión, generar un ámbito de diálogo, estamos solicitando 
que en ese momento se cite también a la Gerencia de la Cooperativa Policial, que es la que puede tener más 
datos e informar acerca de los argumentos para haber tomado estas decisiones. 


SEÑOR VEGA.- Soy uno de los cuatro compañeros de la Cooperativa Policial que hemos sido 
despedidos el 1” de abril. 


Creo que el doctor expresó casi la totalidad de los argumentos y describió la situación, aunque queremos 
agregar algunos aspectos en nombre de los cuatro empleados. La Cooperativa Policial, como toda 
cooperativa, está dirigida por un órgano político. Esto contribuye a generar esta situación. En los distintos 
períodos se forman correlaciones de fuerzas diferentes. Nosotros no hemos participado en la actividad 
política de la cooperativa, ya que siempre se trató que los funcionarios no estuvieran vinculados a aspectos 
políticos, porque eso generaría cierta tirantez y división entre los empleados. Lógicamente, eso no se da 
porque la realidad supera a las ideas. 


En nuestro caso, no hemos participado en actividad política alguna en los últimos años. Si bien podemos 
tener simpatía por uno u otro, ejercemos nuestro derecho democrático de voto, pero no apoyamos 
políticamente a nadie. Eso también a veces influye, y ha influido. Amén de ser afiliados a un gremio con 
distinta participación, también contribuye con esta situación aquello de que “no me gusta tu cara, porque no 
apoyás a un sector u otro del Consejo Directivo”. 


Es importante tener presente que, por ejemplo, yo tengo 37 años trabajados en la empresa, los otros tienen 36 
y 34 años de labor, y Miguel Acosta 10 años, en una función que tuvo una característica más profesional. Es 
importante considerar que cumplimos una trayectoria permanente en la Cooperativa, donde no hubo reclamos 
por mala práctica, de mala gestión. Prácticamente desde los quince o dieciséis años hasta la fecha hemos 
cumplido una carrera continuamente. En definitiva, en cualquier circunstancia que se pueda invocar mejora 
de servicio, existiría una discriminación notoria, porque hemos cumplido en diferentes etapas de desarrollo 
del trabajo y en ningún momento fuimos observados ni ha habido un manejo del legajo irregular que pueda 
dar lugar a una discriminación particular. 


En la DINATRA se manejó como argumento la situación económica, y así figura en las actas. En dos de las 
tres que se labraron, no se respetó lo laudado, porque se manejó cuatro meses de seguro de paro como 
máximo para todos los trabajadores, y a nosotros nos enviaron seis meses. Se ha hecho hasta cierto manoseo 
personal, porque no se cumplió con el acuerdo. Además, después se dio licencia, se envió al seguro de paro 
por un mes y a otro par se lo envió otro mes. A fines de marzo, instancia a la que concurrimos con toda la 
tolerancia que hemos tenido, tampoco fueron claros; llegado el 27 de marzo ni siquiera nos dijeron si nos 
iban a despedir o no. No se conocían las expectativas, y así lo expresó el propio abogado de la empresa, el 
doctor Garmendia. Sin embargo, el día 28 estaban votando nuestro despido. ¿Razones económicas? No son 
parejas porque en los mismos niveles de remuneración que tenemos nosotros hay otros empleados, que están 
cumpliendo funciones y no fueron tratados de la misma manera, y ellos quizás -o sin quizás- participan 
apoyando a la línea política que hoy conduce a la Cooperativa Policial y que logró una mayoría en el Consejo 
para decidir nuestro despido. 


Quería agregar este matiz, que creo que contribuye a describir el manoseo de una situación, agregado a los 
aspectos formales, que no tiene una correlación de fuerzas en los argumentos con la situación económica de 
la cooperativa. En otras oportunidades hemos tenido dificultades económicas; se soportó la crisis de 2002, 
que atravesó todo el país, y a pesar de las dificultades no se despidió gente. Si bien las fuerzas que integran el 
Consejo Directivo son las mismas -porque hay dos listas o dos grupos-, nunca se llegó a despedir. Es más: ni 
siquiera se mandó al seguro de paro. Pero en este caso hubo una discriminación personal. No estoy hablando 
en nombre del gremio, ni del sindicato de base, sino de los cuatros compañeros que atravesamos una 
situación personal que se agrega a la situación formal. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero preguntar sobre el último aspecto: la diferencia del plano de lo 
formal y el plano de lo material o de la situación de hecho que, por supuesto, es muy legítimo invocar, 
denunciar o exponer como una modificación de las condiciones laborales o de incumplimiento de los 
acuerdos. Específicamente, teniendo en cuenta que la Cooperativa vivió un conflicto muy severo el año 
pasado, con la ocupación que fue pública y notoria, quisiera saber desde el punto de vista -ahora sí- 
formal y jurídico, cuál es la vinculación o la ligazón, si la hay, entre la situación de estos compañeros de 


ustedes que se ven afectados, con lo que motivó aquel conflicto, sobre todo, a la luz de lo que supongo 
habrá sido algún tipo de acuerdo que se formalizó para salir del mismo. Tal vez, mi pregunta es de 
carácter más bien jurídico, pero ese es un ángulo del análisis, que resulta importante a la hora de 
deslindar posiciones. 


SEÑOR BLANCO.- Si no interpreto mal, el señor Diputado se refiere a la cooperativa de ahorro y 
crédito, a COPAC, que no es la misma. En ese conflicto el gremio pertenecía a AEBU; en ese caso 
también se dio una situación larga, áspera, pero no hay ningún vínculo jurídico. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- ¿Estamos hablando de dos instituciones distintas? 


SEÑOR VEGA.- Exactamente, integran el mismo caudal social porque se dirigen al mismo grupo, que 
es la Policía, pero esta es una cooperativa de consumo creada en el año 1958. El área financiera o de 
préstamos en dinero, que es COPAC, se fundó en 1982, pero las instituciones son diferentes, con 
Consejos Directivos diferentes. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Entonces, cambio la pregunta. 


¿Estamos frente a una situación creada y ante un conflicto ya declarado? ¿Esto registra algún antecedente 
cercano desde el punto de vista sindical? 


SEÑOR BLANCO.- En esta instancia ante la Comisión, el sindicato está intentando buscar un ámbito 
de acuerdo y de salida. Formalmente, no se ha declarado en conflicto, porque hasta el día de ayer 
estábamos en la DINATRA; tampoco hubo tiempo para declararse en conflicto. Evidentemente, 
estamos ante un conflicto en puerta. 


En cuanto a los antecedentes, hace dos años, en paralelo con el conflicto de COPAC, se dio un conflicto en la 
cooperativa de consumo con AFCC, por lo que el sindicato entendía un despido sin realizarse el debido 
proceso, es decir, un procedimiento acordado entre la FUCC y AFCC, que tenía que ver con el poder 
disciplinario del empleador. Había que recorrer ciertos caminos que no se recorrieron, y eso generó un 
conflicto que se resolvió por la vía de los hechos, porque el trabajador decidió irse. 


SEÑOR POZZI.- Para mí la situación ha quedado bastante clara. Aparentemente, estamos ante el 
despido de cuatro trabajadores afiliados al sindicato de la Cooperativa de Consumo Policial. Además, 
nos han narrado la historia de todos los pasos que se han dado a nivel de la DINATRA, y me consta 
que ha sido así, que todo esto ha llevado un proceso bastante largo. 


Están haciendo un planteo a la Comisión que yo creo que es bueno que analicemos luego de que se retire la 
delegación, a ver si en esta, como en otras oportunidades, se puede dar una mano en este tema que involucra 
a estos cuatro trabajadores. Después de que la delegación se retire veremos si hay posibilidades de hacer 
algunas de las cosas que se nos piden, y si podemos buscar un ámbito para encaminar esto, estaremos a la 
orden. 


SEÑOR BLANCO.- No quiero que nos retiremos sin hacer referencia a un aspecto que no es menor, 
adelantándonos a los planteos que pueden venir por allí. 


Cuando planteamos la lógica de la citación no solo al Consejo Directivo sino a la Gerencia y, 
particularmente, al Gerente, es porque el sindicato de rama, AFCC, reconoce un sindicato que es el que 
integran los trabajadores aquí presentes. Lo digo porque ha habido una lógica de promover -por decirlo de 
alguna forma- otro sindicato, a través de lo que planteaba el señor Vega: amistad, premios y castigos, 
etcétera. Eso ha generado que internamente se plantee otra organización no reconocida por el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social -aunque se intentó que lo fuera-, que también argumenta ser una organización 
sindical. 


Quería plantear este elemento, porque hemos dicho muchas cosas pero no se mencionó esto, y no quiero irme 
sin que esté claro como uno de los elementos de la complejidad de esta situación. 


SEÑOR BENTANCOR.- Más allá de que esto lo vamos a discutir en la Comisión, como decía el señor 
Diputado Pozzi, es costumbre que cada vez que se recibe a una delegación se convoque a la 
contraparte. Entonces, damos por sentado que eso se va a hacer a la brevedad. 


Creo que, dada las características que se plantean en la Comisión -y pienso que es una situación que se da en 
la mayoría de las cooperativas-, hay distintos estamentos que están más cerca o más lejos del personal para 
conocer con más fineza el tema, por lo cual me parece relevante que la invitación, más allá de que se haga al 
Consejo Directivo, etcétera, contenga la recomendación de que pudieran participar en la reunión, por cierto, 
quienes consideren más conveniente, pero también que nos puedan dar la visión de las altas jerarquías que 
manejan las situaciones conflictivas. 


A partir de allí, tendremos un aporte importante que hacer. Del lado de los trabajadores, se está planteando la 
creación de un ámbito de negociación. Ese es un avance para ver si, de este otro lado, logramos que también 
la empresa esté de acuerdo en conformar ese ámbito, que me parece que es la mejor forma de llevar este 
planteo adelante. 


SEÑOR VEGA.- Como elementos de apoyo, queremos proporcionar los tres acuerdos firmados en la 
DINATRA, como documentos de base que pueden servir a la Comisión. También les podemos 
proporcionar los nombres de las personas que dirigen la empresa. En la Gerencia está el señor Never 
Martínez; el Presidente es el señor Liris Manzanares; el Secretario del Consejo Directivo es el señor 
Juan Varela, y los señores Hugo Pulas y Leonardo Maciel son dos integrantes del Consejo Directivo 
que concurrieron en alguna oportunidad a las reuniones de la DINATRA. Estas son las personas que 
estuvieron vinculadas al tema. 


Desde que se inició el conflicto, siempre tuvimos posibilidades de llegar a un arreglo en buenos términos. Es 
más: en el mes de setiembre solicitamos una audiencia a esta Comisión, y la dejamos de lado porque 
confiamos en que la vía de solución de un preconflicto -o, mejor dicho, de un mal relacionamiento- podía ser 
este documento. Así fue que se postergó la visita a esta Comisión y llamamos para avisar que habíamos 
llegado a un acuerdo lógico y razonable. Lamentablemente no se cumplió, y es por eso que volvimos a 
reiterar la solicitud a esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuántos funcionarios tiene la Cooperativa y cuántos están agremiados? 


SEÑOR VEGA.- Somos ciento cincuenta funcionarios empleados. Hay algunas empresas contratadas 
que brindan servicios de limpieza y de apoyo logístico, que es el que se está utilizando ahora para el 
ingreso de personal sustitutivo. Los agremiados somos alrededor de veinte; no es una gran cantidad. 


Luego se desarrolló esta nueva organización que bajo influencias de cargo o de presión laboral hizo borrar a 
un grupo importante de funcionarios -teniendo en cuenta el porcentaje de los afiliados-, para que se afiliaran 
a esta nueva organización, con promesas de estabilidad laboral. 


SEÑOR BLANCO.- A mediados de 2005 el sindicato de rama planteó una reorganización del sindicato 
dentro de la Cooperativa Policial, porque nos venía una suma global correspondiente a la cuota 
sindical, sin asignarle a cada trabajador su monto. Solicitamos información y como no la dieron, el 
sindicato se reorganizó, hizo una nueva convocatoria y se formó el sindicato de base de cooperativa 
policial reconocida por AFCC, que la integran estos compañeros y alrededor de veinte más. 


Aproximadamente un tercio de los trabajadores no se afilió a esta organización, pero tampoco a la promovida 
-desde nuestro punto de vista- por la administración de la cooperativa. 


SEÑOR VEGA.- La cooperativa policial es una empresa muy particular, ya que una cantidad 
importante de sus empleados son también funcionarios policiales. Han logrado un segundo trabajo en 
una empresa privada; entre ellos hay jubilados. Con esa idiosincrasia no ha habido una idea de 
sindicalización. En 1985 los empleados que de alguna manera no estaban vinculados a una actividad 
policial, profesional o que eran retirados, se afiliaron y lograron formar un sindicato. Es una situación 


muy particular que hace que no haya muchos afiliados por una razón de funcionalidad y de forma de 
actuar. 


Además, el sindicato policial fue recientemente creado y bajo circunstancias particulares. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos vuestra presencia. La Comisión enviará la versión taquigráfica 
de esta sesión a los Ministerios del Interior y de Trabajo y Seguridad Social, al Banco de Previsión 
Social, a la Directiva de la Cooperativa Policial y a la FUCC. 


(Se retira de Sala la delegación de la Agremiación de Funcionarios de Cooperativas de Consumo del 
Uruguay) 


——— En primer lugar, si los señores Diputados están de acuerdo, la Secretaría de la Comisión citará a la 
Directiva de la Cooperativa Policial. Me gustaría que antes de concurrir recibieran la versión taquigráfica de 
esta sesión para que sepan de qué se habló. 


En segundo término, quiero informar que llegó una invitación para esta Comisión para el día viernes. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Es una invitación que nos hace la Intendencia de Canelones para ir a 
un local en Colonia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por eso quisiera que la leyeran, porque hay varios temas que no me cierran. 


Recordemos que nosotros recibimos a la UNATRA por el tema de una empresa que se cerraba en Zona 
Franca. En el momento que se retiraban, uno de los integrantes nos planteó una situación de incumplimiento - 
creo que eso no quedó en la versión taquigráfica- por parte de esta empresa -YAZAKTI-, en cuanto a la ley que 
establece que no se puede despedir gente que está en el sindicato. Concretamente, denunciaron que no se 
quería permitir la formación del sindicato. Entonces, planteamos la citación de la empresa. Cuando se la citó 
respondió que iba a venir y luego dijo que iban a invitar a toda la Comisión al lugar de trabajo, lo que nos 
pareció muy razonable. 


Ahora, esta invitación que recibimos es de una Intendencia, que no es la de Colonia, y no es la empresa la 
que nos invita. Además el que firma la nota es el ingeniero agrimensor Fernando Lema, a quien yo conozco. 
Es una excelente persona y tengo el mejor concepto de él; es una amigo de toda la vida. No obstante, me 
parece que tendría que venir firmado por el Secretario General o por el Intendente. 


Me gustaría saber qué opinan los señores Diputados: si tomamos esto como una invitación formal de la 
empresa y vamos o no. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Cuando se realizó la invitación yo no estaba, por tanto tomo contacto 
con el tema ahora. Me gustaría que se aclarara un poco, es decir, a dónde vamos y quién nos invita. De 
todas maneras, el viernes yo no podré concurrir. 


SEÑOR POZZI.- Tengo la misma inquietud. Yo pensé que era una invitación que hacía la empresa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando me llegó vía fax esta invitación a mi Secretaría, inmediatamente le 
pedimos al Secretario de la Comisión que la socializara tal cual lo habíamos hablado: todo lo que me 
llegara a mí lo recibirían todos. Creo que es bueno que la Comisión salga a diferentes lugares, pero no 
sé si es pertinente el tipo de invitación. 


Adelanto que yo tampoco voy a poder concurrir este viernes. 
SEÑOR POZZI.- Entonces, tenemos un problema, porque la oposición prácticamente no iría. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


